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PODER EJECUTIVO DEL ESTADO 
 

DECRETO NÚMERO 272.- POR EL QUE SE EXPIDE LA 

LEY PARA LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE 
PERIODISTAS Y PERSONAS DEFENSORAS DE LOS 
DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE MÉXICO; 
SE ADICIONA LA FRACCIÓN V Y SE RECORRE LA 

SUBSECUENTE DEL ARTÍCULO 29 DE LA LEY DE 
LA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO 
DE MÉXICO, Y SE REFORMA LA FRACCIÓN IX DEL 
ARTÍCULO 238, EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA 
FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 242; SE ADICIONA EL 
TÍTULO SÉPTIMO DENOMINADO “DE LOS DELITOS 
CONTRA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN” AL LIBRO 
SEGUNDO CON LOS ARTÍCULOS 356; 357 Y 358 
DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO. 

 
EXPOSICIONES DE MOTIVOS. 
 
DICTAMEN. 
 
 

 
 

 
 
 
 
 

Tomo CCXI 

Número 

 

 

100

99 

SECCIÓN  SEGUNDA 

Número de ejemplares impresos:    300 



 

 

PODER EJECUTIVO DEL ESTADO 
 
 

ALFREDO DEL MAZO MAZA, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de México, a sus 
habitantes sabed: 
 
Que la Legislatura del Estado, ha tenido a bien aprobar lo siguiente: 
 
La H. “LX” Legislatura del Estado de México decreta: 
 

DECRETO NÚMERO 272 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley para la Protección Integral de Periodistas y Personas Defensoras de 
los Derechos Humanos del Estado de México, para quedar como sigue: 

 
LEY PARA LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE PERIODISTAS Y PERSONAS DEFENSORAS DE LOS 

DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE MÉXICO 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1.- Las disposiciones de esta Ley son de orden público, interés social y de observancia general en 
todo el Estado de México y serán aplicadas de conformidad con  la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales de la materia, suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como, en los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad, progresividad y favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia. 
 
La presente ley crea el Mecanismo de Protección Integral de Periodistas y Personas Defensoras de los 
Derechos Humanos del Estado de México y tiene como objeto promover y facilitar la coordinación y 
cooperación entre el gobierno federal, el gobierno local y los municipios del Estado de México para promover, 
implementar y operar las Medidas de Prevención, de Protección y Urgentes de Protección que garanticen la 
vida, integridad, seguridad y libertad de las personas que se encuentren en riesgo a consecuencia de la labor 
de defensa o promoción de los derechos humanos y el ejercicio de la libertad de expresión y la actividad 
periodística. 
 
La presente ley reconoce la actividad periodística como de Interés Público que debe ser Tutelada y Protegida 
por el Estado y los municipios. 
 
Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
I. Agresión: a toda acción que atente de cualquier forma contra la vida, la integridad física, psicológica, moral, 
económica, la libertad o seguridad, así como a los bienes o derechos que por el ejercicio de su actividad 
sufran los Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, sus familiares o personas vinculadas a 
ellas; 
 
II. Consejo Consultivo: al Consejo Consultivo del Mecanismo para la Protección Integral de Periodistas y 
Personas Defensoras de los Derechos Humanos del Estado de México; 
 
III. Coordinación Ejecutiva: a la Coordinación Ejecutiva del Mecanismo para la Protección Integral de 
Periodistas y Personas Defensoras de los Derechos Humanos del Estado de México; 
 

IV. Derecho a Defender los Derechos Humanos: Es la facultad que tiene toda persona para, de manera 
individual o colectiva, promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en los planos nacional e internacional; 
 

V. Enfoque Diferencial y Especializado: Herramienta que le permite a todo funcionario público identificar y 
entender las formas de discriminación que existen para ciertos grupos con mayor situación de vulnerabilidad, 



                                                                         

 

reconociendo no solo las diferencias entre hombres y mujeres, sino también de particularidades en razón de 
edad, género, preferencia u orientación sexual, etnia, condición de discapacidad y otros, para que de esa 
manera brinden una atención adecuada dirigida a la protección de sus derechos; 
 
VI. Estudio de Evaluación de Acción Inmediata: Análisis urgente de factores para determinar el nivel de 
riesgo y medidas urgentes de protección en los casos en los que la vida o integridad física, psicológica o 
patrimonial de la persona peticionaria o potencial beneficiaria y familiares estén en peligro inminente; 
 
VII. Estudio de Evaluación de Riesgo: Análisis de factores para determinar el nivel de riesgo en que se 
encuentra la persona peticionaria o potencial beneficiaria y sus familiares; 
 
VIII. Fondo: Fondo para la Protección Integral de los Periodistas y Personas Defensoras de los Derechos; 
 
IX. Mecanismo: Mecanismo para la Protección Integral de Periodistas y Personas Defensoras de los 
Derechos Humanos del Estado de México; 
 
X. Medidas de Prevención: Conjunto de acciones y medios encaminados a desarrollar políticas públicas y 
programas con el objetivo de reducir los factores de riesgo que favorecen las agresiones en contra de 
Periodistas y Personas Defensoras de los Derechos Humanos del Estado de México, así como para combatir 
las causas que las producen a fin de generar garantías de no repetición; 
 
XI. Medidas Preventivas: Al conjunto de acciones y medios a favor del beneficiario para evitar la 
consumación de las agresiones;  
 
XII. Medidas de Protección: Al conjunto de acciones y medios de seguridad para enfrentar el riesgo y 
proteger los derechos a la vida, integridad, física, psicológica y patrimonial, la libertad y seguridad de la 
persona beneficiaria y sus familiares;  
 
XIII. Medidas Urgentes de Protección: Al conjunto de acciones y medios para resguardar, de manera 
inmediata, la vida, la integridad física y la libertad de la persona beneficiaria; 
 
XIV. Periodista: A toda persona física, así como medios de comunicación y difusión públicos, comunitarios, 
privados, independientes, universitarios, experimentales o de cualquier otra índole cuyo trabajo consiste en 
recabar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o proveer información, a través de 
cualquier medio de difusión y comunicación que puede ser impreso, radioeléctrico, por internet, digital o 
imagen, ya sea de manera permanente, esporádica o regular; 
 

XV. Persona Beneficiaria: Persona individual o grupo de estas a las que se les otorgan las Medidas 
Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección a que se refiere esta Ley; 
 

XVI. Persona Peticionaria: Persona que solicita Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas 
Urgentes de Protección ante el Mecanismo; 
 

XVII. Perspectiva de Género: Es una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres. Se 
propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de 
las personas basada en el género. Promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto 
y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan 
el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la 
representación política y social en los ámbitos de toma de decisiones; 
 

XVIII. Plan de Protección: Al conjunto de acciones para aumentar las capacidades y disminuir las 
vulnerabilidades, amenazas y exposición de riesgo de la persona beneficiaria, para lo cual se otorgarán 
lineamientos, Medidas Preventivas y/o de Protección, según el caso con la finalidad de garantizar la vida, 
seguridad, integridad y la labor de las personas beneficiarias, sus familiares y personas vinculadas a ellas;  
 

XIX. Procedimiento Extraordinario: Procedimiento que deriva en Medidas Urgentes de Protección con el fin 
de preservar la vida e integridad de la persona beneficiaria. 
 

Artículo 3.- El Mecanismo estará integrado por una Junta de Gobierno, un Consejo Consultivo y una 
Coordinación Ejecutiva.  



 

 

Al analizar cada caso, los órganos del Mecanismo deberán hacerlo siempre de la manera más favorable para 
las personas, tomando en cuenta las condiciones particulares de riesgo para cada individuo, realizándolo con 
perspectiva de género y considerando las características étnicas, de preferencia u orientación sexual, religión, 
así como otras de tipo cultural o sociopolítico a fin de identificar factores que pudieran aumentar el riesgo, y se 
deberá considerar la relación que tuviera el caso con otros dentro del Mecanismo. 
 

CAPÍTULO II 
LA JUNTA DE GOBIERNO 

 
Artículo 4.- La Junta de Gobierno es la instancia máxima del Mecanismo de Protección Integral de Periodistas 
y Personas Defensoras de Derechos Humanos del Estado de México y tiene por objeto coordinar las acciones 
de las distintas autoridades en la protección, promoción y garantía de la seguridad de los Periodistas y las 
Personas Defensoras de Derechos Humanos, así como fomentar las políticas públicas de capacitación y de 
coordinación interinstitucional en la materia para prevenir acciones que vulneren o amenacen la integridad de 
dichas personas. 
 
Las resoluciones que emita la Junta de Gobierno serán obligatorias para las autoridades del Estado de 
México, cuya intervención sea necesaria para satisfacer las Medidas de Prevención, Medidas Preventivas, 
Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección previstas en esta Ley.  
 
Artículo 5.- La Junta de Gobierno se integra por:  
 
I. La persona titular de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá; 
 
II. La persona titular de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México; 
 
III. La persona titular de la Secretaría de Seguridad del Estado de México; 
 
IV. La persona titular de la Coordinación Ejecutiva del Mecanismo, quien fungirá como Secretaría Ejecutiva; 
 
V. Cuatro representantes del Consejo Consultivo elegidos de entre sus miembros. 
 
Las personas integrantes de la Junta de Gobierno deberán nombrar a sus respectivos suplentes, los cuales 
deben contar con el nivel jerárquico de Director General o equivalente.  
 
Para el caso de la fracción V las personas suplentes serán designadas por el propio órgano al que se refiere la 
fracción. 
 
Los cargos en la Junta de Gobierno serán de carácter honorífico. Las personas integrantes e invitados del 
Mecanismo no recibirán pago alguno por su participación en el mismo. 
 
Artículo 6.- Serán invitados permanentes con derecho a voz, los titulares o representantes de: 
 
I. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México; 
 
II. Del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México;  
 
III. Los titulares de las presidencias de las siguientes comisiones legislativas:  
 
a) Comisión de Procuración y Administración de Justicia;  
 
b) Comisión de Derechos Humanos; 
 
c) Comisión de Trabajo y Previsión y Seguridad Social. 
 
Asimismo, podrán ser invitados a las sesiones respectivas, los representantes de los organismos 
constitucionales autónomos, de organismos internacionales y presidentes municipales, así como a 
Periodistas, Personas Defensoras de Derechos Humanos, asociaciones, organizaciones, colectivos, 



                                                                         

 

académicos, personas servidoras públicas o personas expertas o con conocimiento en materia de protección 
de Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, que se considere conveniente, según la 
naturaleza de los asuntos a tratar, quienes intervendrán con voz pero sin voto. 
 
Artículo 7.- La Junta de Gobierno sesionará cada mes de forma ordinaria, previa convocatoria de la 
Secretaría Ejecutiva, por instrucción de quien presida, y de manera extraordinaria cuantas veces sea 
necesario a solicitud de quien presida o de una tercera parte de sus integrantes. 
 
Las convocatorias para la realización de sesiones ordinarias deberán ser comunicadas, de manera física o 
electrónica, con al menos 5 días hábiles de anticipación, tratándose de sesiones extraordinarias podrá 
realizarse la convocatoria con la anticipación necesaria en atención a la urgencia del caso; en ambos 
supuestos, las convocatorias deberán acompañarse con la documentación correspondiente para la sesión. 
 
La Junta de Gobierno sesionará válidamente con más de la mitad de sus integrantes. Para la adopción de 
acuerdos se privilegiará el consenso y las determinaciones deberán ser tomadas mediante un proceso 
deliberativo y transparente. En caso de que esto no sea posible, las determinaciones se harán por mayoría de 
votos, teniendo la presidencia voto de calidad en caso de empate. 
 
Artículo 8.- La Junta de Gobierno tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I.  Determinar, decretar, evaluar, suspender y, en su caso, modificar las Medidas Preventivas y las Medidas de 
Protección, a partir de la información recabada por la Coordinación Ejecutiva; 
 
II.   Evaluar, suspender y en su caso, modificar las Medidas Urgentes de Protección, a partir de la información 
elaborada por las unidades de la Coordinación Ejecutiva; 
 
III. Revisar y aprobar el Plan Anual de Trabajo del Mecanismo, presentado por la Coordinación Ejecutiva; 
 
IV.  Dar tratamiento como información clasificada a la relacionada con los casos presentados ante el 
Mecanismo de acuerdo a los lineamientos de operación que al efecto se emitan; 
 
V.  Aprobar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de 
Protección elaborados por la Coordinación Ejecutiva; 
 
VI. Convocar a la Persona Peticionaria o Beneficiaria de las Medidas de Protección, a las sesiones donde se 
decidirá sobre su caso; 
 
VII. Invitar a las personas o autoridades que juzgue conveniente, con el consentimiento de la Persona 
Peticionaria o Beneficiaria a las sesiones donde se discuta su caso; 
 
VIII. Celebrar convenios de coordinación y cooperación con autoridades federales, estatales, o municipales, 
así como con personas u organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos humanos y la libertad de 
expresión para la instrumentación de los objetivos del Mecanismo; 
 
IX. Resolver las inconformidades a que se refiere el Capítulo XVIII de esta Ley; 
 
X. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 
 

CAPÍTULO III 
DEL CONSEJO CONSULTIVO 

 
Artículo 9.- El Consejo Consultivo es el órgano de consulta de la Junta de Gobierno y estará conformado por 
trece miembros, uno de ellos ocupará la presidencia por un periodo de dos años y se elegirá por mayoría 
simple de sus miembros.  
 
En ausencia del presidente, el Consejo elegirá a un presidente interino por el tiempo que dure la ausencia o 
hasta que culmine el periodo. En la integración del Consejo se buscará un equilibrio entre personas expertas 
en la defensa de los derechos humanos y del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo. 



 

 

En la integración del Consejo Consultivo se procurará la paridad de género. 
 
Artículo 10.- Por cada consejero habrá un suplente. La suplencia sólo procederá en caso de ausencia 
definitiva del titular. 
 
Artículo 11.- Las personas consejeras deberán tener experiencia en la defensa y promoción de los derechos 
humanos o en el ejercicio profesional del periodismo o experiencia en la evaluación de riesgos y protección de 
personas. No deberán desempeñarse como servidores públicos, ni representantes de partidos políticos. 
 
Artículo 12.- El Consejo Consultivo se integrará a través de convocatoria pública emitida por la Junta de 
Gobierno, dirigida a las organizaciones de la sociedad civil y personas involucradas en la defensa y promoción 
de los derechos humanos y en el ejercicio del periodismo y la libertad de expresión. 
 
Artículo 13.- Las personas consejeras nombrarán por periodo de dos años de entre sus miembros a cuatro de 
ellos para formar parte de la Junta de Gobierno, de los cuales dos serán personas expertas en la defensa de 
los derechos humanos y dos en el ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo. 
 
Artículo 14.- Los consejeros no recibirán retribución, emolumento o compensación alguna por su participación 
tanto en la Junta de Gobierno como en el Consejo Consultivo, su carácter será honorífico. 
 
Artículo 15.- Los integrantes del Consejo Consultivo se mantendrán en su encargo por un periodo de cuatro 
años, con posibilidad de reelección por un período consecutivo. 
 
Artículo 16.- El Consejo Consultivo tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Promover el reconocimiento y ejercicio del derecho a defender derechos humanos y la libertad de expresión;  
 
II. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por la Junta de Gobierno; 
 
III. Formular a la Junta de Gobierno recomendaciones sobre los programas, actividades que realice la 
Coordinación Ejecutiva y el funcionamiento del Mecanismo; 
 
IV. Colaborar con la Coordinación Ejecutiva en el diseño del Plan Anual de Trabajo del Mecanismo; 
 
V. Remitir a la Junta de Gobierno inconformidades presentadas por las Personas Peticionarias o Beneficiarias 
sobre implementación de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección; 
 
VI. Comisionar Estudios de Evaluación de Riesgo independientes solicitados por la Junta de Gobierno para 
resolver las inconformidades presentadas; 
 
VII. Contribuir en la promoción de las acciones, políticas públicas, programas y proyectos relacionados con el 
objeto de esta Ley; 
 
VIII. Participar en eventos para intercambiar experiencias e información sobre temas relacionados con la 
prevención y protección de Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos; 
 
IX. Realizar labores de difusión acerca de la operación del Mecanismo y del procedimiento para solicitar las 
Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección; 
 

X. Presentar a la Junta de Gobierno un informe anual de actividades. 
 

CAPÍTULO IV 
DE LA COORDINACIÓN EJECUTIVA 

 

Artículo 17.- La Coordinación Ejecutiva es el órgano desconcentrado de la Secretaría de Justicia y Derechos 
Humanos encargado de proteger, promover y garantizar la seguridad de Periodistas y las Personas 
Defensoras de Derechos Humanos; así como fomentar las políticas públicas de capacitación y de 
coordinación interinstitucional en la materia para prevenir acciones que vulneren o amenacen la integridad de 
dichas personas. 



                                                                         

 

La Coordinación Ejecutiva será la instancia responsable de operar el Mecanismo y de coordinar su 
funcionamiento con las Dependencias y Organismos Auxiliares de la Administración Pública Estatal, los 
Poderes Legislativo y Judicial, los municipios y los organismos constitucionales autónomos. 
 
Artículo 18.- La Coordinación Ejecutiva estará a cargo de quien designe la persona titular de la Secretaría de 
Justicia y Derechos Humanos. 
 
Los requisitos para ser titular serán los siguientes:  
 
I. Ser ciudadana o ciudadano mexicano;  
 
II. No estar condenado por la comisión de un delito doloso o inhabilitado como persona servidora pública; 
 
III. Contar con título profesional en área relacionada con los derechos humanos, la libertad de expresión, o 
afines;  
 
IV. Haberse desempeñado en actividades profesionales, de servicio público, en la sociedad civil o académicas 
relacionadas con la materia de esta Ley, por lo menos en los dos años previos a su nombramiento; 
 
V. Contar con conocimientos y experiencia comprobable en derechos humanos, libertad de expresión y 
evaluación de riesgo; 
 
VI. No haber desempeñado cargo de dirigente en algún partido político, dentro de los dos años previos a su 
nombramiento. 
 
Artículo 19.- La Coordinación Ejecutiva contará con las atribuciones siguientes:  
 
I. Participar en las sesiones de la Junta de Gobierno con voz y voto; 
 
II. Asesorar a los integrantes de la Junta de Gobierno con el objeto de proporcionarles los elementos 
necesarios en la toma de decisiones; 
 
III. Recibir y compilar la información generada por las Unidades a su cargo y remitirla a la Junta de Gobierno 
con al menos cinco días naturales previo a su reunión;  
 
IV. Comunicar los acuerdos y resoluciones a la Junta de Gobierno a las autoridades encargadas de su 
ejecución;  
 
V. Administrar los recursos presupuestales asignados para el cumplimiento de esta Ley; 
 
VI. Proveer a la Junta de Gobierno y al Consejo Consultivo la información, datos e insumos para el 
desempeño de sus funciones; 
 
VII. Celebrar los acuerdos específicos necesarios para el cumplimiento de los fines del Mecanismo;  
 
VIII. Atender, ejecutar, implementar y dar seguimiento a las decisiones del Mecanismo; 
 

IX. Elaborar y proponer, para su aprobación a la Junta de Gobierno, los manuales y protocolos de Medidas 
Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección, con perspectiva de género y acordes 
con los lineamientos nacionales que se establezcan o las mejores prácticas en la materia; 
 

X. Facilitar y promover protocolos, manuales y, en general, los instrumentos que contengan las mejores 
prácticas para el cumplimiento del objeto de esta Ley, a las Dependencias y Organismos Auxiliares de la 
Administración Pública Estatal, los Poderes Legislativo y Judicial, los municipios y los organismos 
constitucionales autónomos, lo anterior considerando la Perspectiva de Género y el Enfoque Diferencial y 
Especializado;   
 

XI. Instrumentar los manuales y protocolos de Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas 
Urgentes de Protección; 



 

 

XII. Presentar informes anuales a la Junta de Gobierno sobre la situación estatal en materia de seguridad de 
Periodistas y de Personas Defensoras de Derechos Humanos con datos desagregados y con perspectiva de 
género, mismos que deberán ser de acceso público en términos de la legislación aplicable; 
 
XIII. Formular y diseñar, con la colaboración del Consejo Consultivo, el Plan Anual de Trabajo de la Junta de 
Gobierno para su presentación al mismo; 
 
XIV. Las demás que le encomiende el Mecanismo o que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 
 

CAPÍTULO V 
DE LAS UNIDADES AUXILIARES 

 
Artículo 20.- La Coordinación Ejecutiva contará con las siguientes Unidades Auxiliares para el desempeño de 
su encargo: 
 
I. Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida; 
 
II. La Unidad de Evaluación de Riesgos; 
 
III. La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis. 
 
Las Unidades Auxiliares anteriores se conformarán preferentemente con personas servidoras públicas con 
conocimiento o experiencia en la protección de derechos humanos, libertad de expresión y vinculación con la 
sociedad civil.  
 
Para el desempeño de sus atribuciones, la Coordinación Ejecutiva podrá contratar personas expertas 
independientes de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
Los organismos constitucionales autónomos podrán comisionar personal de forma honoraria y sin menoscabo 
de sus derechos adquiridos, para la operación de las Unidades Auxiliares referidas en términos de los 
convenios que al efecto se suscriban. 
 
Artículo 21.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida es un órgano técnico y auxiliar de la 
Coordinación Ejecutiva para la recepción de las solicitudes de incorporación al Mecanismo y encargado de 
definir el tipo de procedimiento a seguir en cada caso, contará con las siguientes atribuciones: 
 
I. Recibir las solicitudes de incorporación al Mecanismo;  
 
II. Definir si los casos que se reciben son de procedimiento ordinario o extraordinario; 
 
III. Solicitar a la Unidad de Evaluación de Riesgos, la elaboración del correspondiente Estudio de Evaluación 
de Riesgos;  
 
IV. Realizar el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata;  
 
V. Emitir e implementar de manera inmediata las Medidas Urgentes de Protección; 
 
VI. Informar a la Coordinación Ejecutiva sobre las Medidas Urgentes de Protección implementadas; 
 
VII. Elaborar y actualizar periódicamente el protocolo para la implementación de las Medidas Urgentes de 
Protección;  
 

VIII. Auxiliar a la Persona Peticionaria o Beneficiaria en la presentación de quejas o denuncias ante las 
autoridades correspondientes; 
 

IX. Las demás que le encomiende la persona titular de la Coordinación Ejecutiva o el Mecanismo. 
 

Artículo 22.- La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida se integra por al menos cinco personas 
expertas en materia de evaluación de riesgo y protección. Una de ellas deberá serlo en la defensa de 



                                                                         

 

derechos humanos y otra del ejercicio del periodismo y la libertad de expresión. Asimismo, se conforma por un 
representante de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos y de la Secretaría de Seguridad, quienes 
tendrán atribuciones para la implementación de las Medidas Urgentes de Protección. 
 
Artículo 23.- La Unidad de Evaluación de Riesgos es el órgano técnico y científico de la Coordinación 
Ejecutiva encargada de evaluar los riesgos y definir un Plan de Protección Integral, así como su temporalidad 
de acuerdo con el caso concreto y contará con las siguientes atribuciones: 
 
I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo; 
 
II. Definir el Plan de Protección Integral que incluya las Medidas Preventivas o las Medidas de Protección de 
acuerdo con las características, riesgos y necesidades de la Persona Peticionaria o Beneficiaria; 
 
III. Dar seguimiento periódico a la implementación de las Medidas Preventivas o de Protección para, 
posteriormente, recomendar su continuidad, adecuación o conclusión; 
 
IV. Las demás que le encomiende la persona titular de la Coordinación Ejecutiva o la Junta de Gobierno. 
 
Artículo 24.- La Unidad de Prevención, Seguimiento y Análisis es un órgano técnico y científico de la 
Coordinación Ejecutiva que contará con las siguientes atribuciones: 
 
I. Proponer Medidas de Prevención;  
 
II. Realizar el monitoreo de las Agresiones con el objeto de recopilar, sistematizar la información desagregada 
en una base de datos y elaborar reportes mensuales;  
 
III. Identificar los patrones de Agresiones y elaborar mapas de riesgos;  
 
IV. Evaluar la eficacia de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección 
implementadas; 
 
V. Las demás que le encomiende la persona titular de la Coordinación Ejecutiva o la Junta de Gobierno. 
 

CAPÍTULO VI 
DE LA SOLICITUD DE PROTECCIÓN, EVALUACIÓN  

Y DETERMINACIÓN DEL RIESGO 
 
Artículo 25.- La solicitud para el otorgamiento de medidas deberá ser realizada por la Persona Peticionaria, 
salvo que ésta se encuentre impedida por alguna causa, en cuyo caso, podrá ser presentada a su nombre por 
familiares, terceras personas, alguna organización que la represente o cualquier autoridad que tenga 
conocimiento de la situación de riesgo. Una vez que haya cesado el impedimento, la Persona Beneficiaria 
deberá ratificar su solicitud. 
 
La solicitud será presentada por escrito, por comparecencia o cualquier otro medio idóneo ante la Unidad de 
Recepción de Casos y Reacción Rápida, o ante cualquier integrante del Mecanismo el cual recibirá la solicitud 
y la canalizará inmediatamente a la Coordinación Ejecutiva quién dará el trámite correspondiente.  
 
La Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida recibirá las solicitudes de incorporación al Mecanismo, 
verificará que cumplan con los requisitos previstos en esta Ley, y en su caso, determinará el tipo de 
procedimiento correspondiente. 
 
Para acreditar el carácter de Periodista o Persona Defensora de Derechos Humanos, bastará remitirse a la 
labor que realizan para determinar si configura el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos o el 
de la libertad de expresión. 
 
Artículo 26.- Las Agresiones se configurarán cuando por el desarrollo de la actividad periodística, del ejercicio 
de la libertad de expresión o de la labor de promoción y defensa de los derechos humanos; por medio de 
acción, omisión o aquiescencia, se dañe la integridad física, psicológica, moral o económica:  



 

 

I. Del Periodista o la Persona Defensora de Derechos Humanos;  
 
II. Del cónyuge, concubina, concubino, ascendientes, descendientes o dependientes de las personas 
señaladas en la fracción previa; 
 
III. De las personas vinculadas que participen en el mismo medio, colectivo, asociación, organización o 
movimiento social; 
 
IV. Las demás personas que determine el Estudio de Evaluación de Riesgo. 
 
Artículo 27.- En el supuesto que la Persona Peticionaria declare que su vida, libertad, integridad física, 
psicológica o patrimonial o la de los señalados en el artículo previo está en peligro inminente o esto se 
desprenda de los hechos relatados, el caso será considerado de riesgo alto y se dará inicio al Procedimiento 
Extraordinario. 
 
En estos casos la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida, deberá implementar de manera 
inmediata las Medidas Urgentes de Protección necesarias para garantizar la vida, libertad e integridad física, 
psicológica o patrimonial de las personas en peligro inminente en un máximo de tres horas. A partir de la 
recepción de la solicitud, la Unidad de Recepción de Casos y Reacción Rápida comenzará a recabar la 
información inicial para elaborar en un máximo de veinticuatro horas el Estudio de Evaluación de Acción 
Inmediata. 
 
Artículo 28.- En cualquier otro caso, la solicitud será tramitada a través del procedimiento ordinario, la 
Coordinación Ejecutiva tendrá un término de diez días hábiles contados a partir de la presentación de la 
solicitud, para: 
 
I. Elaborar el Estudio de Evaluación de Riesgo;  
 
II. Determinar el nivel de riesgo y las Personas Beneficiarias; 
 
III. Definir las medidas que integrarán el Plan de Protección Integral que serán presentadas a más tardar en la 
siguiente sesión del Mecanismo para su aprobación. 
 
El Estudio de Evaluación de Riesgo y el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata se realizará de 
conformidad con las mejores metodologías, estándares internacionales, buenas prácticas y adoptando un 
Enfoque Diferencial y Especializado en su elaboración. 
 

CAPÍTULO VII 
DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN, MEDIDAS PREVENTIVAS, MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y 

MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓN 
 
Artículo 29.- Una vez definidas las medidas por parte de la Unidad de Recepción de Casos y Reacción 
Inmediata, el Mecanismo resolverá sobre las Medidas Preventivas o Medidas de Protección que correspondan 
y la Coordinación Ejecutiva procederá a: 
 
I. Comunicar los acuerdos y resoluciones a las autoridades correspondientes y al beneficiario en un plazo no 
mayor a setenta y dos horas;  
 
II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protección decretadas por el 
Mecanismo en un plazo no mayor a 30 días naturales; 
 
III. Dar seguimiento al estado de implementación de las Medidas Preventivas o Medidas de Protección e 
informar al Mecanismo sobre sus avances.  
 
Artículo 30.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección 
deberán reducir al máximo la exposición al riesgo, serán idóneas, eficaces y temporales, podrán ser 
individuales o colectivas y serán acordes con las mejores metodologías, estándares internacionales y buenas 
prácticas. 



                                                                         

 

En ningún caso dichas medidas restringirán las actividades de las Personas Beneficiarias, ni implicarán 
vigilancia o intrusiones no deseadas en sus vidas laborales o personales. 
 
Artículo 31.- Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección se deberán 
extender a aquellas personas que determine el Estudio de Evaluación de Riesgo o el Estudio de Evaluación 
de Acción Inmediata.  
 
Dichas medidas se analizarán, determinarán, implementarán y evaluarán de común acuerdo con las Personas 
Beneficiarias. 
 
Artículo 32.- Las Medidas Preventivas incluyen:  
 
I. Instructivos;  
 
II. Manuales;  
 
III. Cursos de autoprotección tanto individuales como colectivos;  
 
IV. Acompañamiento de observadores sobre la libertad de expresión en el ejercicio periodístico y la promoción 
de los derechos humanos;  
 
V. Actos de reconocimiento de la labor de los periodistas y personas defensoras de los derechos humanos, 
que enfrentan las formas de violencia e impulsen la no discriminación; 
 
VI. Las demás que se requieran y consideren pertinentes. 
 
Artículo 33.- Las Medidas Urgentes de Protección incluyen: 
  
I. Evacuación; 
 
II. Reubicación temporal de las Personas Beneficiarias y de ser necesario sus familias;  
 
III. Asignación de personal de cuerpos de seguridad;  
 
IV. Protección de bienes muebles e inmuebles de la Persona Beneficiaria; 
 
V. Las demás que se requieran para salvaguardar la vida e integridad de las Personas Beneficiarias.  
 
Artículo 34.- Las Medidas de Protección incluyen: 
 
I. Establecer y garantizar comunicación directa e inmediata entre la Persona Beneficiaria y los mandos de las 
corporaciones policíacas de carácter municipal y de la Secretaría de Seguridad del Estado de México; 
 
II. Proporcionar a la Persona Beneficiaria un número telefónico enlazado a los centros de atención de 
emergencias a fin de solicitar apoyo ante la comisión de agresiones; 
 
III. Asesoría a la Persona Beneficiaria para la presentación de la denuncia penal que corresponda ante la 
Fiscalía General de Justicia del Estado de México o solicitud de información sobre el avance que guarde la 
investigación que se derive de una denuncia; 
 
IV. Protocolos de seguridad individuales y colectivos, incluidos los de manejo de la información y seguridad 
cibernética; 
 

V. Asignación de personal de cuerpos de seguridad;  
 

VI. Entrega de equipo de comunicación y rastreo;  
 

VII. Instalación de cámaras de vigilancia, puertas, cerraduras, luces u otras medidas de seguridad en las 
instalaciones del centro de trabajo o domicilio de la o las Personas Beneficiarias; 



 

 

VIII. Dotación de prendas de protección balística; 
 
IX. Instalación de arcos e implementos detectores de metales; 
 
X. Asignación de vehículos blindados; 
 
XI. La protección del domicilio, lugares de trabajo y comunicaciones del periodista, para garantizar la 
confidencialidad de sus fuentes; 
 
XII. Otras que se consideren pertinentes. 
 
Artículo 35.- Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección estarán 
sujetas a evaluación periódica por parte de la Unidad de Evaluación de Riesgos. 
 
Artículo 36.- Se considera que existe uso indebido de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y 
Medidas Urgentes de Protección por parte de la Persona Beneficiaria cuando:  
 
I. Abandone, evada o impida las medidas;  
 
II. Autorice el uso de las medidas por personas diferentes a las determinadas por las unidades de la 
Coordinación Ejecutiva o el Mecanismo; 
 
III. Comercie u obtenga un beneficio económico con las medidas otorgadas;  
 
IV. Utilice al personal designado para su protección en actividades que no estén relacionadas con las 
medidas;  
 
V. Agreda física y/o verbalmente o amenace al personal que está asignado a su esquema de protección;  
 
VI. Autoricé permisos o descanso al personal del esquema sin el conocimiento de las unidades 
correspondientes de la Coordinación Ejecutiva; 
 
VII. Ejecute conductas ilícitas haciendo uso de los medios físicos y humanos dispuestos para su protección; 
 
VIII. Cause daño intencionalmente a los medios de protección físicos y humanos asignados para su 
protección.  
 
Artículo 37.- Las Medidas Preventivas, las Medidas de Protección y las Medidas Urgentes de Protección 
podrán ser retiradas por decisión de la Junta de Gobierno cuando la Persona Beneficiaria realice un uso 
indebido de las mismas de manera deliberada y reiterada. Previa notificación y garantía de audiencia. 
 
Artículo 38.- Si de las líneas de investigación que realice la autoridad competente, se advierte que los hechos 
señalados no constituyen una situación de riesgo o han cesado los elementos que acrediten riesgo alguno a la 
Persona Peticionaria o Beneficiaria en razón de su labor periodística o de defensa de los derechos humanos, 
se comunicará lo anterior a la Persona Peticionaria o Beneficiaria, de manera fundada y motivada, y se le 
citará a efecto de otorgarle garantía de audiencia.  
 
Una vez sustanciado lo anterior, la Junta de Gobierno resolverá lo conducente y, en su caso, dejarán sin 
efectos las medidas correspondientes. 
 

Artículo 39.- La Persona Beneficiaria podrá en todo momento acudir ante la Junta de Gobierno para solicitar 
una revisión de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección, las Medidas Urgentes de Protección, el 
Estudio de Evaluación de Riesgo o el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata. 
 

Artículo 40.- Las Medidas Preventivas y las Medidas de Protección otorgadas podrán ser ampliadas o 
disminuidas como resultado de las revisiones periódicas y de la consulta con la Persona Beneficiaria.  
 

Artículo 41.- La Persona Beneficiaria podrá optar en todo momento por solicitar la protección del Mecanismo 
o del Mecanismo Federal previsto en la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 



                                                                         

 

Humanos y Periodista. En caso de optar por el segundo habiendo estado inicialmente incorporado al primero, 
deberá dar aviso por escrito a la Junta de Gobierno. 
 
Artículo 42.- Las autoridades del Estado de México y Municipios, en el ámbito de su respectiva competencia, 
deberán desarrollar e implementar Medidas de Prevención, así como promover y fomentar, las acciones para 
proteger de manera eficaz y oportuna a Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos en el 
Estado de México.  
 
Artículo 43.- Las autoridades correspondientes deberán prevenir, investigar y sancionar a los responsables 
de violaciones y Agresiones que se comentan en contra de Periodistas y Personas Defensoras de Derechos 
Humanos en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
Artículo 44.- El Mecanismo deberá recabar, recopilar y analizar toda la información que sirva para evitar 
Agresiones potenciales a Periodistas o Personas Defensoras de Derechos Humanos. 
 

CAPÍTULO VIII 
MEDIDAS DE PREVENCIÓN PARA GARANTIZAR 

UN ENTORNO LIBRE Y SEGURO 
 
Artículo 45.- El Estado tiene la responsabilidad de promover, respetar y garantizar un entorno libre y seguro 
para que Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, ejerzan su labor de forma libre e 
independiente, por lo que desarrollará y promoverá acciones y medidas de prevención que garanticen su 
seguridad, comprendidas, pero sin limitarse a ellas, las siguientes:  
 
I. Adoptar de manera constante y clara un discurso público que contribuya a prevenir la violencia contra 
Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, que reconozca pública y socialmente la 
importancia de su labor en el fortalecimiento de la democracia, condenando las agresiones de las que son 
objeto, y omitiendo cualquier declaración que los exponga a un mayor riesgo, respetando la presunción de 
inocencia y el derecho de las victimas e imputados; 
 

II. Implementar protocolos especiales en violencia de género y atención a mujeres, que contengan las mejores 
prácticas disponibles, para prevenir los ataques y otras formas de violencia contra mujeres periodistas y 
defensoras de derechos humanos, que les sean facilitados por la Coordinación Ejecutiva; 
 

III. Capacitar y sensibilizar a los Servidores Públicos que realizan funciones de Seguridad, así como al 
personal de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México y el Poder Judicial de la entidad, en materia 
de derechos humanos, defensa de derechos y libertad de expresión, trato con personas víctimas y enfoque 
psicosocial, así como sobre la importancia social del trabajo de Periodistas y Personas Defensoras de 
Derechos Humanos, con el objeto de que respeten su seguridad, que los protejan contra la intimidación y los 
ataques tanto en sus áreas de operación como en los lugares donde se han producido incidentes; 
 

IV. Las personas Servidoras Públicas que realizan funciones de Seguridad, así como al personal de la Fiscalía 
General de Justicia del Estado de México y el Poder Judicial de la entidad, no deberán hostigar, amenazar ni 
agredir física, psicológica o verbalmente a Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, que 
realizan su trabajo legalmente, ni destruir o confiscar su material y herramientas de trabajo;  
 

V. Las Dependencias y Organismos Auxiliares del Gobierno del Estado de México, en el ámbito de sus 
atribuciones, recopilarán toda la información que sirva para elaborar estadísticas e indicadores confiables y 
precisos sobre la violencia contra Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos; 
 

VI. Implementar protocolos de seguridad en eventos masivos, así como planes de contingencia con la 
finalidad de evitar agresiones a Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, que les sean 
facilitados por la Coordinación Ejecutiva; 
 

VII. Adoptar medidas especiales para proteger a Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos 
que cubren situaciones de conflicto armado y alta conflictividad social; 
 

VIII. Promover en el ámbito de sus competencias, programas y acciones dirigidas al fortalecimiento y 
protección de las relaciones individuales y colectivas de trabajo, así como de los derechos humanos 
intrínsecos a su labor periodística; 



 

 

IX. Las acciones de prevención estarán encaminadas al diseño de sistemas de alerta temprana y planes de 
contingencia, incorporando la Perspectiva de Género, con la finalidad de evitar potenciales agresiones a 
periodistas y personas defensoras de derechos humanos.  
 

CAPÍTULO IX 
DE LAS OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES 

DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 
 
Artículo 46.- Los Municipios deberán hacer efectivas las medidas preventivas para garantizar la vida, 
integridad, libertad y seguridad de periodistas y personas defensoras de derechos humanos.  
 
Artículo 47.- Son obligaciones de las autoridades del Estado de México y sus municipios: 
 
I. Coadyuvar con la Coordinación Ejecutiva en la implementación de las Medidas Preventivas, y las Medidas 
de Protección correspondientes, para garantizar el cumplimiento del objeto de esta Ley; 
 
II. Ejecutar las Medidas Urgentes de Protección que le sean solicitadas por la Coordinación Ejecutiva; 
 
III. Participar, previo consentimiento de la Persona Beneficiaria e invitación de la Coordinación Ejecutiva, en 
las sesiones que se discutan casos relacionados con el Estado o Municipio;  
 
IV. Garantizar a las personas defensoras de derechos humanos y periodistas que se encuentren fuera de su 
lugar de origen a consecuencia de la violencia de la que fueron o podrían ser potenciales víctimas, 
condiciones de vida digna para continuar ejerciendo su labor en el Estado; 
 
V. Proporcionar a la Coordinación Ejecutiva la información que solicite relativa a la materia de esta ley, de 
manera oportuna. 
 

CAPÍTULO X 
DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS 

 
Artículo 48.- Las personas defensoras desempeñan una importante labor de denuncia de las violaciones a los 
derechos humanos, y las autoridades estatales y municipales deberán fomentar el respeto y protección, que, 
en lo individual y colectivo, de sus derechos a: 
 
I. Reunirse o manifestarse pacíficamente, y todas las autoridades tienen la obligación de abstenerse de 
entorpecer, reprimir o prohibir sus manifestaciones de protesta y denuncia;  
 
II. Participar de forma pacífica en actividades de denuncia de las violaciones cometidas en contra de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales; 
 
III. Formar organizaciones, asociaciones o agrupamientos de carácter no gubernamental, y a afiliarse y 
participar en ellos;  
 
IV. Establecer coordinación, comunicación y vinculación con las organizaciones no gubernamentales e 
intergubernamentales defensoras y promotoras de los derechos humanos; 
 
V. Conocer, recabar, obtener, recibir y poseer información relativa a las violaciones de los derechos humanos 
cometidas en la entidad; 
 
VI. Publicar, impartir o difundir libremente, opiniones, informaciones y conocimientos relativos al ejercicio, 
disfrute, promoción, protección, garantía y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 
 
VII. Ser protegidas en caso de que se vulneren sus propios derechos humanos con motivo de su labor de 
defensa y promoción de los derechos humanos; 
 
VIII. A la reparación integral del daño de conformidad con la Ley de Víctimas del Estado de México; 



                                                                         

 

IX. Las demás que otorgue la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados 
Internacionales de los que México sea parte. 
 

CAPÍTULO XI 
DE LOS DERECHOS DE LOS PERIODISTAS 

 
Artículo 49.- La presente Ley reconoce como derechos específicos inherentes a la naturaleza de la actividad 
de las y los periodistas, los siguientes: 
 
I. Secreto profesional; 
 
II. La cláusula de conciencia; 
 
III. Libre acceso a la información de interés y actos públicos; 
 
IV. De la capacitación profesional; 
 
V. A la reparación integral del daño de conformidad con la Ley de Víctimas del Estado de México. 
 

CAPÍTULO XII 
DEL SECRETO PROFESIONAL 

 
Artículo 50.- Los Periodistas tienen el derecho y el deber ético de mantener el secreto de identidad de las 
fuentes que le hayan facilitado información bajo condición expresa o tácita de reserva. Este derecho no podrá 
ser limitado, salvo por decisión judicial, de manera excepcional y siempre que su limitación se justifique de 
acuerdo a los instrumentos de derechos humanos internacionalmente reconocidos, a los que las autoridades 
se encuentran obligadas de acuerdo al artículo 1º Constitucional. 
 
El secreto profesional protege igualmente a cualquier otro periodista, o persona que hubiera podido conocer 
indirectamente y como consecuencia de su trabajo profesional la identidad de la fuente reservada y se podrá 
abstener de revelar la identidad de las fuentes de información utilizadas por los otros, salvo en la investigación 
del delito de homicidio, quedando obligados a proporcionar toda la información que tengan a su alcance para 
el esclarecimiento de los hechos, siempre y cuando no se ponga en peligro la vida del propio periodista u otras 
personas.  
 
Artículo 51.- El secreto profesional comprende y garantiza: 
 
I. Que los periodistas al ser citados para que comparezcan como testigo, indiciada u otra calidad, ante 
autoridad ministerial o jurisdiccional en materia penal; así como parte, tercero o cualquier otra, en procesos 
jurisdiccionales u otro seguido en forma de juicio, podrán reservarse la revelación de sus fuentes de 
información, identificar a sus fuentes, así como excusar las respuestas que pudieran revelar la identidad de las 
mismas, salvo que la persona interesada de manera expresa lo libere de esa obligación; 
 
II. Que los periodistas no sean requeridos por las autoridades judiciales o administrativas, para informar sobre 
los datos y hechos de contexto que por cualquier razón no hayan sido publicados o difundidos, pero que sean 
parte de una investigación periodística; 
 
III. Las notas de apuntes, equipos de grabación y de cómputo, directorios, registros telefónicos, archivos 
personales, profesionales y todo aquello que de manera directa o indirecta pudiera llevar a la identificación de 
las fuentes de información, no serán objeto de inspección ni aseguramiento por parte de las autoridades 
administrativas o jurisdiccionales para ese fin; 
 
IV. Que no sean sujetos a inspección de sus datos personales relacionados con su quehacer periodístico, por 
autoridades administrativas o jurisdiccionales, con el propósito de obtener la identificación de la o las fuentes 
de información. 
 

CAPÍTULO XIII 
DE LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA 



 

 

Artículo 52.- La cláusula de conciencia es un derecho de los Periodistas o Colaboradores Periodísticos, que 
tiene por objeto garantizar la independencia en el desempeño de su función profesional, salvaguardar la 
libertad ideológica y el derecho de opinión, condiciones específicas que le permiten concebir la libertad de 
expresión y que, a la vez, es un elemento constitutivo del derecho a la información, en que se configura una 
garantía para su ejercicio efectivo. 
 
Artículo 53.- En virtud de la cláusula de conciencia, los Periodistas podrán solicitar la rescisión o terminación 
anticipada de la relación laboral o profesional con la empresa de comunicación en que trabajen y a recibir 
indemnización, cuando:  
 
I. En el medio de comunicación o empresa se produzca un cambio sustancial reiterado en la orientación 
informativa, la línea editorial, criterios o principios ideológicos; de la publicación o programa; 
 
II. La empresa o medio lo traslade a otra área del mismo medio o grupo editorial por razones de género, 
orientación ideológica o línea editorial, implique una ruptura patente y objetiva con la orientación profesional 
del periodista. 
 
La aplicación del presente precepto, se hará con estricto respeto y observancia de la Legislación Laboral 
correspondiente. 
 
Artículo 54.- Los Periodistas podrán negarse, de manera motivada, a realizar instrucciones, o elaborar, 
modificar o firmar informaciones contrarias a sus principios éticos, ideológicos o de conciencia, así como 
negarse a firmar o retirar su firma de informaciones elaboradas por ellos que hayan sido alteradas sin su 
consentimiento, sin que lo anterior pueda tener cualquier tipo de sanción, exclusión, discriminación o perjuicio 
para el Periodista. 
 
Tendrán derecho a exponer su discrepancia a través del propio medio si consideran que se han violado los 
principios de la ética periodística o que por cambios en la titularidad de la empresa o medio se han violado sus 
principios fundacionales. 
 

CAPÍTULO XIV 
LIBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE 

INTERES Y ACTOS PÚBLICOS 
 

Artículo 55.- El acceso a la información pública es un derecho de toda persona; los Periodistas podrán 
buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública de manera directa a las personas 
servidoras públicas en el ejercicio de sus funciones para que informen cualquier aspecto del ejercicio de su 
encargo que sea de interés público, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
Artículo 56.- Los Periodistas tendrán acceso a toda la información obtenida, adquirida, transformada, 
administrada o en posesión de los sujetos obligados, que puedan contener datos de relevancia pública o de 
interés público, en los términos y condiciones que establezca la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de México y Municipios, y demás disposiciones jurídicas aplicables.  
 
Artículo 57.- Las y los Periodistas tendrán acceso a todos los actos oficiales de carácter público que se 
desarrollen por autoridades estales y/o municipales, a excepción de aquéllos que se señalen con el carácter 
de privados. 
 
Queda prohibida la implementación de medidas restrictivas y/o obstructivas a la naturaleza de su labor, como 
la instalación de vallas o espacios confinados con el objetivo específico de limitar u obstaculizar el alcance con 
las personas servidoras públicas para obtener entrevistas, las autoridades deberán permitir el acceso sin 
mayores restricciones que las medidas en materia de protección civil, aforo, seguridad y salubridad que 
permitan proteger la integridad de los asistentes. Se deberán proveer las medidas de seguridad y las 
condiciones mínimas necesarias para desarrollar la labor periodística. 
 
Artículo 58.- El acceso a periodistas a eventos oficiales de carácter público desarrollados en locales privados 
deberá estar garantizado por las autoridades organizadoras. No podrá exigirse el cumplimiento de requisitos 
excesivos de acreditamiento que resulten obstructivos, inequitativos o discriminatorios para la realización de la 



                                                                         

 

cobertura que impliquen la vulneración del derecho a la libertad de expresión y el acceso a la información 
pública. 
 
La recolección, difusión, transmisión, transcripción, reproducción y/o almacenamiento de cualquier tipo de 
información gráfica o audiovisual, estará sujeto a lo dispuesto por las leyes en materia de Derecho de Autor, 
así como de Protección de Datos personales en Posesión de Particulares y de Sujetos Obligados de carácter 
público. 
 
Artículo 59.- Las personas servidoras públicas no podrán prohibir la presencia de periodistas debidamente 
acreditados en los actos señalados en el artículo anterior, una vez cubiertos los requisitos previamente 
establecidos para su ingreso, considerando que el interés público de determinado evento justifica la 
documentación de hechos. 
 
Artículo 60.- Se facilitará el acceso a los periodistas a todos los edificios e instalaciones públicas, salvo que, 
por cuestiones de horario, medidas de seguridad, protección civil, aforo, o salubridad la autoridad competente 
determine lo contrario. No podrá impedirse la entrada para la captura de imágenes a lugares o edificios 
públicos, salvo que así se justifique por razones de seguridad, protección civil, aforo, salubridad, defensa del 
Estado o conservación y preservación de aquéllos que constituyan patrimonio histórico estatal, sin que lo 
anterior se tome en restricciones injustificadas, arbitrarias e ilegitimas para el ejercicio periodístico, debiendo 
fundar y motivar la decisión correspondiente. 
 

CAPÍTULO XV 
DE LA CAPACITACIÓN PROFESIONAL 

 
Artículo 61.- El Estado impulsará la celebración de convenios de colaboración con instituciones de educación 
pública y privada, con el propósito de lograr alternativas de profesionalización y capacitación en temas de 
protección y defensa de derechos humanos para periodistas y personas defensoras de derechos humanos, 
con los propios programas y presupuestos que se tienen establecidos para tal efecto. 
 

CAPÍTULO XVI 
DE LOS CONVENIOS DE COOPERACIÓN 

 
Artículo 62.- El Mecanismo en el ámbito de su competencia, podrá celebrar convenios de cooperación y 
coordinación con sus homólogos a nivel federal y estatal, así como con las autoridades federales, de las 
entidades federativas o ayuntamientos, a fin de establecer programas y acciones para hacer efectivas las 
medidas previstas en esta Ley para garantizar la vida, integridad, libertad, seguridad y los derechos humanos 
de los Periodistas y las Personas Defensoras de Derechos Humanos. 
 
Artículo 63.- Los Convenios de Cooperación contemplarán las acciones conjuntas para facilitar la operación 
eficaz y eficiente del Mecanismo mediante: 
 
I. Designación de enlaces para garantizar el cumplimiento del objeto de esta Ley; 
 
II. Acciones para investigar y sancionar las agresiones de las que sean objeto Periodistas y Personas 
Defensoras de Derechos Humanos; 
 
III. Acciones para desarrollar e implementar Medidas de Prevención para el diseño de sistemas de alerta 
temprana y planes de contingencia con la finalidad de evitar potenciales agresiones; 
 
IV. Detección de riesgos y Agresiones; 
 
V. Tareas de reacción rápida en las que participen la policía estatal y las municipales; 
 
VI. El intercambio de información estadística, de capacitación y experiencias técnica para el mejor desempeño 
del Mecanismo en la entidad; 

 
VII. La implementación y seguimiento de las Medidas de Prevención, Medidas Preventivas, Medidas de 
Protección y Medidas Urgentes de Protección; 



 

 

VIII. La promoción del estudio, análisis, investigación y desarrollo de estrategias, acciones, sistemas y 
metodologías que incorporen las mejores prácticas de prevención y protección; 

 
IX. Las demás que las partes convengan. 
 

CAPÍTULO XVII 
DEL FONDO PARA LA PROTECCIÓN DE PERIODISTAS 

Y PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS 
 
Artículo 64.- El Ejecutivo del Estado deberá constituir un Fondo para que el Mecanismo cuente con recursos 
que se destinarán exclusivamente para la implementación y operación de las medidas preventivas, medidas 
de protección y medidas urgentes de protección. 
 
Artículo 65.- El Fondo se regirá por las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
Artículo 66.- El patrimonio del Fondo se integrarán por:  
 
I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en el Presupuesto de Egresos del Estado; 
 
II. Recursos que destine la Federación al Fondo para la Protección a Periodistas y Personas Defensoras de 
Derechos Humanos;   
 
III. Donaciones de personas físicas o jurídico colectivas;  
 
IV.  Los rendimientos que generen los recursos del Fondo para la Protección a Periodistas y Personas 
Defensoras de Derechos Humanos, y los demás ingresos que por ley le sean asignado. 
 
Artículo 67.- En la aplicación de los recursos del Fondo para la Protección a Periodistas y Personas 
Defensoras de Derechos Humanos se observarán los principios de publicidad, legalidad, honestidad, eficacia, 
eficiencia, economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas.  
 
Artículo 68.- El ejercicio de los recursos del Fondo para la Protección a Periodistas y Personas Defensoras de 
Derechos Humanos se realizará conforme a los criterios de transparencia, oportunidad, eficacia y racionalidad; 
y la Auditoria Superior del Estado de México, fiscalizará en los términos de la legislación local aplicable, su 
uso y destino, asimismo los recursos federales serán fiscalizados en términos de las disposiciones jurídicas 
aplicables. 
 

CAPÍTULO XVIII 
DE LAS INCONFORMIDADES 

 
Artículo 69.- La inconformidad se presentará por escrito, debidamente firmada, o por cualquier otro medio 
electrónico idóneo ante la Junta de Gobierno y deberá contener una descripción concreta de los riesgos, los 
agravios producidos a la Persona Peticionaria o Beneficiaria y las pruebas con que se cuente.  
 

Artículo 70.- La inconformidad procede en contra de: 
 

I. Las resoluciones de la Junta de Gobierno, la Coordinación Ejecutiva y las Unidades respectivas 
relacionadas con la imposición, modificación o negación de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y 
Medidas Urgentes de Protección; 
 

II. El deficiente o insatisfactorio cumplimiento de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección o Medidas 
Urgentes de Protección; 
 

III. La negativa de autoridad a aceptar y cumplir las decisiones del Mecanismo relacionadas con el 
otorgamiento de las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección. 
 

Artículo 71.- Para que la Junta de Gobierno admita la inconformidad se requiere: 
 

I. Que lo suscriba la persona o personas que hayan tenido el carácter de Peticionaria o Beneficiaria o su 
representante; 



                                                                         

 

II. Que se presente en un plazo de treinta días naturales contados a partir de la notificación por escrito del 
acuerdo de la Junta de Gobierno o de la respectiva autoridad, o de que la Persona Peticionaria o Beneficiaria 
hubiese tenido noticia sobre la resolución definitiva de la autoridad acerca del cumplimiento de las Medidas 
Preventivas, Medidas de Protección o Medidas Urgentes de Protección.  
 
Una vez admitida la queja, la Junta de Gobierno deberá analizarla en la siguiente sesión para resolver lo 
conducente. 
 
Artículo 72.- Para resolver la inconformidad, se seguirá el procedimiento siguiente:  
 
I. La Junta de Gobierno, por conducto de la Coordinación Ejecutiva, solicitará a su personal un nuevo Estudio 
de Evaluación de Riesgo en el cual dé respuesta a la queja planteada. Dicho estudio deberá ser realizado por 
personal que no haya participado en el primer Estudio de Evaluación de Riesgo y deberá entregar los 
resultados en un plazo no mayor a diez días hábiles contados a partir del día en el cual se solicita su 
realización; 
 
II. Si la inconformidad persiste, la Junta de Gobierno solicitara al Coordinador Ejecutivo la realización de un 
Estudio de Evaluación de Riesgo independiente para el análisis del caso. Los resultados de ese estudio 
deberán ser entregados en un plazo no mayor a diez días hábiles contados a partir del día en el cual se 
solicita su realización; 
 
III. En los casos de las fracciones anteriores, el análisis de los resultados del estudio, y en su caso la adopción 
de nuevas medidas, deberán ser realizados en la siguiente sesión del Mecanismo. 
 
Atendiendo al principio de mayor protección las medidas otorgadas no se modificarán o suspenderán hasta 
que se resuelva la queja presentada. 
 

CAPÍTULO XIX 
DE LA PROTECCIÓN DE DATOS Y LAS 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
 
Artículo 73.- Toda información obtenida, generada, procesada o en resguardo por el mecanismo referida a la 
protección de los periodistas y personas defensoras de los derechos humanos, deberá resguardarse en 
términos de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 
México y Municipios. 
 
Las Medidas Preventivas, Medidas de Protección y Medidas Urgentes de Protección otorgadas a través del 
Mecanismo se considerarán información reservada. 
 
Artículo 74.- Para el manejo de los datos e información sobre los casos que se conocen en el Mecanismo se 
deberá mantener la confidencialidad de los mismos y seguir un protocolo de seguridad para el manejo de la 
información. 
 
Artículo 75.- En el caso de que integrantes de la Coordinación Ejecutiva o de las Unidades respectivas 
manejen inadecuadamente o difundan información sobre los casos quedarán impedidos para ser parte del 
Mecanismo. Por su parte, las autoridades deberán iniciar de forma inmediata el procedimiento 
correspondiente por la falta cometida. 
 

CAPÍTULO XX 
DE LA RESPONSABILIDAD 

 
Artículo 76.- La violación a las disposiciones de la presente Ley por parte de las personas servidoras públicas 
será sancionada de conformidad a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 
de México y Municipios, sin menoscabo de las acciones penales, civiles o cualquier otra que se derive de su 
incumplimiento. 
 
Artículo 77.- Comete el delito de daño a Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, el 
servidor público o miembro del Mecanismo que de forma dolosa utilice, sustraiga, oculte, altere, destruya, 



 

 

transfiera, divulgue, explote o aproveche por sí o por interpósita persona la información proporcionada u 
obtenida por la solicitud, trámite, evaluación, implementación u operación del Mecanismo y que perjudique, 
ponga en riesgo o cause daño a Periodistas y la Persona Defensora de Derechos Humanos, Peticionario y 
Beneficiario referidos en esta Ley. 
 
Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nueve años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos 
días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 
públicos. Si sólo se realizara en parte o totalmente los actos ejecutivos que deberían producir el resultado, u 
omitiendo los que deberían evitarlo, y si aquel no se consuma por causas ajenas a la voluntad del agente, se 
aplicará la mitad de la sanción. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona la fracción V y se recorre la subsecuente del artículo 29 de la Ley de la 
Fiscalía General de Justicia del Estado de México, para quedar como sigue: 
 
Artículo 29.- … 
 
I. a IV. … 
 
V. Para la Atención de los Delitos cometidos contra la Libertad de Expresión, Periodistas y Personas 
Defensoras de Derechos Humanos. 
 
VI. Las demás que se establezcan en el Reglamento. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma la fracción IX del artículo 238, el segundo párrafo de la fracción I del 
artículo 242; se adiciona el Título Séptimo denominado “De los Delitos Contra la Libertad de Expresión” al 
Libro Segundo con los artículos 356; 357 y 358 del Código Penal del Estado de México, para quedar como 
sigue: 
 
Artículo 238.- … 
 
I. a VIII. … 
 
IX. Cuando las lesiones se produzcan contra una persona en ejercicio de la actividad periodística o persona 
defensora de derechos humanos, se aplicarán de uno a tres años de prisión y de cien a doscientos días multa; 
 
X. a XII. …  
 
Artículo 242.- … 
 
I. … 
 
Cuando el homicidio se cometa contra una persona en ejercicio de la actividad periodística o persona 
defensora de derechos humanos, se le impondrán de quince a veinticinco años de prisión y de cuatrocientos a 
seiscientos cincuenta días multa. 
 
II. a V. … 
 

TÍTULO SÉPTIMO 
DE LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

 

CAPÍTULO ÚNICO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 356.- Se considerarán delitos cometidos contra las personas defensoras de derechos humanos o 
periodistas, cualquier conducta tendente a impedir, interferir, limitar o que atenten en contra de la actividad 
periodística y vulneren la libertad de expresión de periodistas y medios de comunicación. 
 

Artículo 357.- Cuando se cometa un delito doloso en contra de alguna persona defensora de derechos 
humanos o periodista o instalación periodística con la intención de afectar, limitar o menoscabar el derecho a 



                                                                         

 

la información o las libertades de expresión o de imprenta, se aumentará hasta en una cuarta parte la pena 
establecida para tal efecto. 
 
Artículo 358.- Cuando cualquiera de los delitos cometidos contra personas defensoras de derechos humanos 
o periodistas, sea realizado por un servidor público en ejercicio de sus funciones o la víctima sea mujer y 
concurran razones de género en la comisión del delito, se aumentará la pena hasta en una mitad. 
 

TRANSITORIOS 
 
PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”. 
 
SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
“Gaceta del Gobierno”. 
 
TERCERO.- El Mecanismo al que se refiere la presente Ley quedará establecido dentro de los seis meses 
siguientes contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley.  
 
CUARTO.- El titular de la Coordinación Ejecutiva deberá ser nombrado por el titular de la Secretaría de 
Justicia y Derecho Humanos a más tardar dentro de los 120 días hábiles posteriores a la entrada en vigor de 
la presente Ley. 
 
QUINTO.- Una vez cumplido el artículo transitorio anterior, la Coordinación Ejecutiva, por única ocasión, 
tendrá como término treinta días hábiles para emitir la convocatoria estatal pública a organizaciones de la 
sociedad civil y personas involucradas en la defensa y protección de los derechos humanos, así como en el 
ejercicio periodístico y la libertad de expresión para conformar el primer Consejo Consultivo.  
 
SEXTO.- Una vez emitida la convocatoria a que se refiere el artículo previo, las organizaciones de la sociedad 
civil y personas involucradas en la defensa y promoción de los derechos humanos y en el ejercicio del 
periodismo y la libertad de expresión, se registrarán ante la Coordinación Ejecutiva y en Asamblea Convocada 
para tal efecto, elegirán a los trece integrantes del primer Consejo Consultivo dentro del término de un mes 
concluido el registro de aspirantes a integrar el Consejo Consultivo. 
 
SÉPTIMO.- La presidencia y los tres representantes del Consejo Consultivo ante el Mecanismo deberán 
elegirse en la primera sesión del Consejo Consultivo. 
 
OCTAVO.- La Legislatura del Estado asignará los recursos presupuestales necesarios para la implementación 
y operación del Mecanismo en cada ejercicio presupuestal. 
 
NOVENO.- La Secretaría de Finanzas y la Secretaria de Justicia y Derechos Humanos proveerán lo necesario 
para el cumplimiento del presente Decreto y llevarán a cabo todos los actos necesarios de conformidad con 
las disposiciones jurídicas aplicables para constituir el Fondo a que hace alusión los artículos 60 al 64, en un 
término máximo de seis meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
DÉCIMO.- En un plazo que no exceda de sesenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente 
Decreto, la Fiscalía General de Justicia del Estado de México deberá realizar las modificaciones respectivas a 
su reglamento para dar cumplimiento con el presente Decreto. 
 
Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado, haciendo que se publique y se cumpla. 
 

Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, a 

los veinte días del mes de abril del año dos mil veintiuno.- Presidente.- Dip. Adrián Manuel Galicia Salceda.- 
Secretarios.- Dip. Claudia González Cerón.- Dip. María de Lourdes Garay Casillas.- Dip. Camilo Murillo Zavala.- 
Rúbricas. 

 
Por tanto, mando se publique, circule, observe y se le dé el debido cumplimiento. 
 
 

Toluca de Lerdo, México, a 21 de mayo de 2021. 



 

 

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO DE MÉXICO 

 
 

LIC. ALFREDO DEL MAZO MAZA 
(RÚBRICA). 

 
 
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 
 
 
MTRO. ERNESTO NEMER ÁLVAREZ 
                 (RÚBRICA). 

 

 

 
2020. "Año de Laura Méndez de Cuenca; emblema de la mujer mexiquense". 

 
Toluca de Lerdo, Capital del Estado de México,  

21 de septiembre del 2020. 
 

   
DIPUTADA KARINA LABASTIDA SOTELO 
PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DE LA  
H. LX LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO 
PRESENTE 
 
Quienes suscriben, Diputados José Antonio García García e Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, integrantes 
de la LX Legislatura del Estado de México por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento 
en lo dispuesto en los artículos 51, fracción II, 61, Fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de México, 28, fracción I y 30 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, 
sometemos a consideración de esta H. Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se 
expiden la Ley para la Protección de Periodistas, Libertad de Expresión y Personas Defensoras de Derechos 
Humanos del Estado de México, la Ley del Secreto Profesional y Cláusula de Conciencia para el Ejercicio 
Periodístico del Estado de México y se reforman y se adicionan diversas disposiciones de Ley de la Fiscalía 
General de Justicia del Estado de México y del Código Penal del Estado de México, de conformidad con la 
siguiente: 
 

Exposición De Motivos 
 

La libertad de expresión e información constituye un derecho humano fundamental que asegura el libre intercambio 
de ideas y opiniones en una sociedad democrática y plural. 
 

Por otro lado, la libertad de prensa, es un elemento esencial para el pleno y efectivo ejercicio de la libertad de 
expresión e indispensable para la existencia de un gobierno democrático, alcanzar la paz y el respeto de los derechos 
humanos. 
 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos1 ha señalado que la libertad de expresión “es una piedra angular en 
la existencia misma de una sociedad democrática”. Así como una condición indispensable para que los partidos 
políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la 
colectividad puedan desarrollarse plenamente.  
 

En México la libertad de expresión y el derecho de acceso a la información constituyen mandatos que se encuentra 
protegidos y considerados en instrumentos jurídicos internacionales, en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y leyes secundarias. 

 
1 Opinión Consultiva oc-5/85; del 13 de noviembre de 1985 



                                                                         

 

En el marco internacional, México ha suscrito tratados como la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que obligan al Estado a prevenir e investigar el asesinato, 
secuestro, intimidación y amenaza a los periodistas, hechos que violan los derechos fundamentales de las personas y 
coarta severamente la libertad de expresión, ello de conformidad con el principio 9 de dicha declaración.  
 
En México el principal obstáculo para el ejercicio de la libertad de expresión son los actos de violencia e intimidación 
que sufren los periodistas o trabajadores de los medios de comunicación. Pues representan la amenaza más 
inmediata y desafiante a la libertad de expresión, además de transgredir el derecho de los ciudadanos a estar 
informados. 
 
De acuerdo con datos de la Clasificación Mundial de la Libertad de Prensa de Reporteros Sin Fronteras (RSF) 2020, 
infiere que México es uno de los países más peligrosos en el mundo y el número uno en América Latina para ejercer 
el periodismo. 
 
Asimismo, la Comisión Nacional de Derechos Humanos infiere, que la libertad de expresión en México enfrenta un 
panorama de violencia que ha convertido a nuestro país en el más peligroso para ejercer el periodismo en el 
Continente Americano.2 
 
De 2000 a la fecha, se han registrado tristemente 135 asesinatos de periodistas en México, de los cuales 12 eran 
periodistas mexiquenses.   
 
De igual forma, de enero a junio del presente año, la organización Artículo 19 documentó un total de 406 agresiones a 
periodistas en México, cifra que representa un incremento de 45% respecto al mismo periodo del año pasado cuando 
se contabilizaron 280; esto significa que se registra una agresión cada 10 horas a periodistas. 
 
Respecto del Estado de México, de acuerdo con el Índice Estatal de Libertad de Expresión en México 2020 del 
Colectivo de Análisis de la Seguridad con Democracia, señala que el Estado de México, es la entidad federativa peor 
evaluada con una calificación de CERO en materia de seguridad y justicia para periodistas y personas defensoras de 
Derechos humanos. 
 
Lo anterior deja claro que tanto en el estado mexicano y mexiquense deben de proteger a sus periodistas, a la 
libertad de expresión y al derecho a la información. 
 
Parte de que la entidad mexiquense sea la peor evaluada, se debe a la carencia de un marco jurídico apropiado para 
la defensa de las y los periodistas y personas defensoras de los derechos humanos. 
 
En virtud de ello, la presente iniciativa tiene por objetivo expedir la Ley para la Protección de Periodistas, Libertad de 
Expresión y Personas Defensoras de Derechos Humanos del Estado de México, la Ley del Secreto Profesional y 
Cláusula de Conciencia para el Ejercicio Periodístico del Estado de México y reformar y adicionar diversas 
disposiciones de Ley de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México y del Código Penal del Estado de 
México, a fin de contar con un marco normativo que establezca las medidas y acciones necesarias para que se 
respeten, promuevan, protejan y garanticen la integridad y los derechos humanos de las y los periodistas y 
defensores de derechos humanos. 
 
La presente iniciativa recoge y contempla parte de las manifestaciones expresadas por diversos grupos y colectivos 
de periodistas mexiquenses donde solicitan que se establezcan estrategias eficaces que garanticen el ejercicio de su 
profesión y se contemplen derechos específicos inherentes a la naturaleza de la actividad que desarrollan.  
 
En este sentido, con el propósito fundamental de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos y 
garantías individuales de todas las personas que se dediquen a la defensa de los derechos humanos o al periodismo 
y el respeto pleno a la libertad de expresión, la presente iniciativa plantea, entre otras cosas:  
 

• Crear el Sistema Mexiquense de Protección a Periodistas y Defensores de Derechos Humanos; el cual 
integra mecanismos y medidas de protección para reducir factores de riesgo, evitar la consumación de 
agresiones, resguardar la vida, la libertad, la seguridad e integridad de las personas defensoras de derechos 
humanos y periodistas. 

• Acciones para fomentar políticas públicas de formación y de coordinación interinstitucional en la materia para 
prevenir acciones que vulneren o amenacen la integridad de dichas personas. 

 
2 Comunicado de Prensa DGC/271/19, CNDH, disponible en la pág. web.- https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-07/COMUNICADO_271-

2019.pdf 

https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-07/COMUNICADO_271-2019.pdf
https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-07/COMUNICADO_271-2019.pdf


 

 

• Reconocer como derechos inherentes a la actividad periodística, el acceso a la información y espacios 
públicos; los derechos de autor y firma, libertad de asociación; Cláusula de conciencia; el secreto profesional; 
la protección eficaz y eficiente por parte de las autoridades, entre otros.  

• La creación de una Fiscalía Para la Atención de los Delitos cometidos contra la Libertad de Expresión, 
Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos. 

• Incluir dentro del Código Penal del Estado de México, un tipo específico que sancione los delitos cometidos 
contra la Libertad de Expresión y el derecho a la información. 

 
Cabe señalar que la presente iniciativa recoge las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos por medio de la Relatoría Especial para la libertad de expresión para que los Estados asuman su deber de 
proteger a los periodistas y medios de comunicación con base en estándares internacionales relacionados con la 
protección de la libertad de expresión. 
 
En el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, consideramos que, si carecemos de una prensa libre y 
objetiva, vulneramos el proceso democrático mexicano, cuestión que condena al país a escenarios muy adversos 
para el desarrollo político, económico y social en un mundo globalizado. 
 
Por lo anteriormente expuesto, fundamentado y motivado. 

 
 

A T E N T A M E N T E 
 

JOSÉ ANTONIO GARCÍA GARCÍA 
(RÚBRICA). 

INGRID KRASOPANI SCHEMELENSKY CASTRO 
(RÚBRICA). 

 
 

 

 
2020. “Año de Laura Méndez de Cuenca; emblema de la mujer mexiquense” 

 
Toluca de Lerdo, México a __ de Octubre de 2020. 

 
CC. DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA MESA DIRECTIVA 
DE LA H. LX LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE 
Y SOBERANO DE MÉXICO. 
 
P R E S E N T E S. 
 
En ejercicio que me confieren los numerales 51 y 61 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de México, 38 fracción IV de la Ley Orgánica del Poder Legislativo y 70 del Reglamento del Poder Legislativo del 
Estado de México, los que suscriben Diputado Omar Ortega Álvarez, Diputada Araceli Casasola Salazar y 
Diputada Claudia González Cerón, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 
nos permitimos someter a la consideración de esta H. Legislatura del Estado de México, la presente Iniciativa con 
Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley para el Reconocimiento y la Protección de los Periodistas del 
Estado de México, al tenor de la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

El periodismo representa una de las profesiones más importante en el mundo moderno, pero también, una de las más 
vulneradas y peligrosas. A propósito de ello, según Reporteros Sin Fronteras (RFS), Organización Internacional que, 
entre otras cosas, evalúa cada año la situación del periodismo en diversos países, en su informe “Clasificación 
Mundial de la Libertad de Prensa 2020” posiciona a México como una de las naciones más peligrosos para ejercer el 
periodismo, en donde se le otorga el lugar 143 de 180 países analizados y, además,  
una puntuación de 45.5 en donde 0 representa la mejor nota y 100 la peor. 1 

 
1 https://rsf.org/es/clasificacion#  

https://rsf.org/es/clasificacion


                                                                         

 

Actualmente, diversos ordenamientos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, La 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 
la Convención Americana de Derechos Humanos, entre otros, reconocen el derecho a la información como un 
derecho fundamental. 
 
Asimismo, a nivel Nacional, nuestra Carta Magna en el artículo 6° establece que:  
 

“El derecho a la información será garantizado por el Estado”, ello como una extensión a la libertad de expresión. 
 
Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado que la libertad de expresión posee dos 
dimensiones “(...)  el derecho a la información es reconocido como un derecho humano fundamental, que requiere, 
por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y 
representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también por otro lado, un derecho colectivo a recibir 
cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno”.2 
 
En contraste a ello, la Organización Internacional Artículo 19 reportó que diez informadores fueron asesinados en 
México durante 2019, siendo este el año en el que se registraron más ataques contra comunicadores en la última 
década. Asimismo, señala que 2009, con Felipe Calderón en el Gobierno, se registraron 238 ataques, así como en 
2013, el primer año de Enrique Peña Nieto como Ejecutivo Federal, estos ascendieron hasta los 330 cerrando su 
sexenio con 544 agresiones. Por lo que, en la última década, Artículo 19 contabilizó al menos 3 mil 918 agresiones 
contra periodistas y 92 asesinatos de informadores por posible relación con su labor. 
 
Los datos indican que entre el 1 de enero y el 31 de diciembre se agredió a un periodista cada 15 horas. Asimismo, 
durante los primeros seis meses del presente año, se han registrado 406 agresiones contra la prensa, lo que 
constituye un ataque cada 11 horas, de acuerdo a un informe publicado por la organización Artículo 19, lo que 
representa un aumento del 45% en comparación con el primer semestre de 2019. 
 
Por otro lado, la Organización de Estados Americanos, ha señalado que los actos de violencia contra periodistas 
tienen un triple efecto: 
 

• Vulneran el derecho de las víctimas a expresar y difundir sus ideas, opiniones e información; 
• Generan un efecto amedrentador y de silenciamiento en sus pares; 
• Violan los derechos de las personas y las sociedades a buscar y recibir información e ideas de cualquier 

tipo.3 
 
Aunado a ello, la falta de debida diligencia en la investigación, persecución y sanción de los responsables, puede 
generar una violación adicional a los derechos al acceso a la justicia y a las garantías judiciales. Al respecto, lo 
anterior cobra gran relevancia en lo que refiere a nuestro país pues, según Sin Fronteras (RFS), la colusión de las 
autoridades y los políticos con el crimen organizado son algunos de los factores preponderantes en lo que refiere a la 
amenaza de la seguridad de los actores de la información, convirtiendo a nuestro país en el más mortífero de América 
Latina, por lo que señala que:  
 

“En este país, como sucede con sus vecinos centroamericanos, persiste la colusión de políticos corruptos y 
autoridades (sobre todo locales) con el crimen organizado, que va más allá del ámbito político, lo que 
amenaza gravemente la seguridad de los actores de la información”.  
 

Aunado a ello, nuestra Entidad Federativa no se encuentra atrás de la problemática, pues el contexto local ha dado 
pauta, lastimosamente, a crímenes a propósito de la labor periodista, ejemplo de ello es lo acontecido al sur del 
Estado con el asesinato del periodista Nevith Condés Jaramillo en Agosto de 2019, quien escribía y criticaba de 
manera contundente las extorsiones policiales, las fallas en la prestación de servicios públicos y profundizaba 
respecto de otras denuncias ciudadanas.  
 

En ese sentido, como legisladores estamos obligados a proporcionar los instrumentos necesarios para hacer frente a 
una problemática de tal dimensión y así, adoptar medidas de prevención del riesgo en lo que refiere a la seguridad, 
integridad física y psicológica de las y los periodistas, teniendo como único objetivo la preservación de su vida y el 
libre ejercicio de su profesión periodística.  
 

Con base en ello, la presente Ley, entre otras cosas, busca implementar mecanismos de protección como una 
obligación para aquellos informadores en los que sus vidas o integridad física se encuentren en peligro, permitiendo 

 
2 http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=623&lID=2  
3 https://www.oas.org/es/cidh/expresion/pedagogicos/violencia-periodistas.asp  

http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=623&lID=2
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/pedagogicos/violencia-periodistas.asp


 

 

identificar el riesgo y advertir al periodista sobre su existencia, valorar las características y el origen de este, así como 
definir y adoptar oportunamente las medidas de protección específicas, evaluar periódicamente la evolución del 
riesgo, responder efectivamente ante signos de su concreción y actuar para mitigar sus efectos.  
 
Es por ello que, entre las aportaciones de esta, destaca la creación del Mecanismo de Protección Integral de 
Periodistas y Colaboradores Periodísticos del Estado de México, mismo que tendrá por cometido proteger, promover 
y garantizar la seguridad de los periodistas y colaboradores periodísticos y de fomentar las políticas públicas de 
capacitación y de coordinación en la materia para prevenir sus derechos.  
 
Además, la ejecución de las siguientes medidas:  
 

I. Medidas de prevención: hace alusión al conjunto de acciones y medios encaminados a desarrollar políticas 
públicas y programas con el objetivo de reducir los factores de riesgo que favorecen las agresiones contra los 
periodistas, así como para combatir las causas que la produce y generar garantías de no repetición. 

II. Medidas de protección: refiere al conjunto de acciones y medios de seguridad para enfrentar el riesgo y 
proteger los derechos a la vida, la integridad física y psicológica, el patrimonio, la libertad y seguridad de las y 
los periodistas, sus familiares y entorno inmediato. 

III. Medidas urgentes de protección: hace referencia al conjunto de acciones y medios para resguardar, de 
manera inmediata, la vida, la integridad física, psicológica, el patrimonio, la libertad y seguridad de las y los 
periodistas, sus familiares y su entorno inmediato. 

 
Existe una necesidad evidente de protección y salvaguarda de las personas inmersas en el medio periodístico, por lo 
que, el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática somete a la consideración de esta H. 
Soberanía el presente Proyecto de Decreto mediante el cual se expide la Ley para el Reconocimiento y la Protección 
de los Periodistas del Estado de México para que, de estimarse pertinente, sea aprobada en sus términos.  
 
 

A T E N T A M E N T E 
 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA 
 

DIP. OMAR ORTEGA ALVAREZ 
(RÚBRICA). 

 
DIP. ARACELÍ CASASOLA SALAZAR 

(RÚBRICA). 
 

DIP. CLAUDIA GONZÁLEZ CERON 
(RÚBRICA). 

 
 

 

HONORABLE ASAMBLEA 
 
La Presidencia de la “LX” Legislatura, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales remitió a la 
Comisión Legislativa de Gobernación y Puntos Constitucionales y al Comité Permanente de Comunicación 
Social, para su estudio y dictamen la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley para la 
Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Estado de México, 
presentada por la Diputada Azucena Cisneros Coss, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido morena; la 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expiden la Ley para la Protección de Periodistas, Libertad de 
Expresión y Personas Defensoras  de Derechos Humanos del Estado de México y se reforman y adicionan 
diversos ordenamientos del Estado, presentada por el Diputado Antonio García García y la Diputada Ingrid 
Krasopani Schemelensky Castro, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; y la Iniciativa 
con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley para el Reconocimiento y la Protección de los Periodistas del 
Estado de México, presentada por el Diputado Omar Ortega Álvarez, la Diputada Araceli Casasola Salazar y la 
Diputada Claudia González Cerón, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática. 
 
De conformidad con las reglas de la técnica legislativa y en observancia del principio de economía procesal, 
al existir conexidad de materia en las iniciativas, determinamos realizar el estudio conjunto de las mismas y 
elaborar un dictamen y un Proyecto de Decreto, que expresan las coincidencias y el resultado de los trabajos 
de estudio encomendados a la Comisión y al Comité. 



                                                                         

 

En este sentido, sustanciado el estudio de las iniciativas de decreto y ampliamente discutido en la comisión y el 
comité, nos permitimos con fundamento en lo previsto en los artículos 68, 70, 72 y 82 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, en relación con lo señalado en los artículos 13 A, 
70, 73, 75, 78, 79 y 80 del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, emitir 
el siguiente: 

 
D I C T A M E N 

 
ANTECEDENTES 
 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley para la Protección Integral de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Estado de México, presentada por la 
Diputada Azucena Cisneros Coss, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido morena. 
 
Fue presentada a la deliberación de la Legislatura, en uso del derecho establecido en los artículos 51 fracción II 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y 28 fracción I de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado Libre y Soberano de México. 
 
A través de la iniciativa se expide la Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas del Estado de México. 
 
La presente tiene como objeto aplicar las medidas de protección contenidas en el Plan de Acción de las 
Naciones Unidas sobre la Seguridad de los Periodistas en Cuestión de Inmunidad, ratificando el artículo 19 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos que garantiza la libertad de expresión como derecho 
fundamental e individual por el que nadie debería de ser asesinado, en virtud de que “Toda persona tiene 
derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y 
difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”. 
 
La iniciativa se orienta por el compromiso de proteger a las y los periodistas implementando medidas que 
aborden las causas profundas de la violencia en su contra y la impunidad. Esto implica la necesidad de abordar 
temas como la violencia institucional de la que son víctimas al atentar contra los intereses de los poderosos. 
 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expiden la Ley para la Protección de Periodistas, 
Libertad de Expresión y Personas Defensoras de Derechos Humanos del Estado de México y se 
reforman y adicionan diversos ordenamientos del Estado, presentada por el Diputado Antonio García 
García y la Diputada Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, en nombre del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional. 
 
Fue presentada a la aprobación de la Legislatura, en uso del derecho establecido en los artículos 51 fracción II 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y 28 fracción I de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado Libre y Soberano de México. 
 
Con apego al estudio realizado quienes integramos la comisión y el comité advertimos que la Iniciativa de 
Decreto propone expedir la Ley para la Protección de Periodistas, Libertad de Expresión y Personas 
Defensoras de Derechos Humanos del Estado de México, la Ley del Secreto Profesional y Cláusula de 
Conciencia para el Ejercicio Periodístico del Estado de México y se reforman y se adicionan diversas 
disposiciones de Ley de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México y del Código Penal del Estado de 
México. 
 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley para el Reconocimiento y la Protección 
de los Periodistas del Estado de México, presentada por el Diputado Omar Ortega Álvarez, la Diputada 
Araceli Casasola Salazar y la Diputada Claudia González Cerón, en nombre del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática. 
 
Fue presentada a la deliberación de la Legislatura, en uso del derecho establecido en los artículos 51 fracción II 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y 28 fracción I de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado Libre y Soberano de México. 



 

 

Las diputadas y los diputados encargados del estudio y dictaminación de la Iniciativa de Decreto apreciamos 
que con la misma se busca crear la Ley para el Reconocimiento y la Protección de los Periodistas del 
Estado de México. 
 
CONSIDERACIONES 
 
Es competencia de la “LX” Legislatura conocer y resolver las iniciativas de decreto, en atención a lo establecido 
en el artículo 61 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México que la faculta 
para expedir leyes y decretos en todos los ramos de la administración de gobierno. 
 
Los defensores de derechos humanos del México y del Estado de México, desarrollan importantes funciones en 
favor de la persona y de la propia sociedad y su responsabilidad adquiere mayor relevancia en situación de 
violencia como la que, lamentablemente, se vive en la Entidad mexiquense en donde cotidianamente se 
vulneran los derechos humanos como la vida y la libertad. 
 
Sin duda es muy importante la defensa de los derechos humanos en nuestro país y, en particular, en el Estado 
de México, por ello, quienes se encargan de su defensa realizan una tarea trascendente en favor de la 
persona y de la sociedad y merecen nuestro respeto y la mayor atención para cuidar su integridad y 
favorecer el desarrollo de su actuación. 
 
Compartimos la afirmación de que se considera defensor de los derechos humanos a quien promueve o 
procure su preservación y el ejercicio de las libertades fundamentales, actuando individualmente o de manera 
organizada. 
 
Advertimos que quienes realizan esta labor, lo hacen, por lo general, en condiciones de alto riesgo y sin 
protección, aun cuando en el caso de México, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece la protección de los defensores de los derechos humanos. 
 
Sin duda, atravesamos, en el contexto internacional, nacional y local condiciones complejas, debido a la 
constante violación de los derechos humanos, generada por la inseguridad y falta de acciones eficaces para su 
prevención y erradicación, incluyendo el contar con un basamento jurídico sólido que evite la vulneración de 
los derechos humanos, y las libertades esenciales. 
 
Es evidente, en el caso del  Estado de México, que no hay mecanismos efectivos que garanticen la protección 
de quienes se encargan de promover el cuidado y respeto de los derechos humanos, ni una Ley especifica que 
los proteja, por lo que, creemos necesario, coadyuvar, en la generación de disposiciones jurídicas encaminadas 
a ese propósito, que prevengan, eviten y permitan dar seguimiento a cualquier agresión en contra de quienes 
desarrollan la noble actividad de apoyo de los derechos humanos. 
 
Sobresale, en este contexto, la afectación de los derechos de los periodistas, quienes se encargan de un 
quehacer fundamental en todo Estado Democrático, vinculado con la comunicación y sobre todo con el 
ejercicio de la libertad de expresión.  Por ello, es indispensable la expedición de un marco jurídico que regule 
de manera propositiva su actuación y sobre todo que asegure su libre ejercicio, mediante disposiciones que 
garanticen la libre expresión y eviten obstáculos que dificulten su actuación. 
 
En este sentido, es importante que nuevo marco jurídico sea consecuente con las normas internacionales en la 
materia y además responda a las bases establecidas en la Ley fundamental de los mexicanos, y 
particularmente, a las necesidades de quienes prestan este servicio en favor de la sociedad. 
 
Coincidimos en que la libertad de prensa, sin ninguna duda, es un elemento esencial del derecho para el pleno 
y efectivo ejercicio de la libertad de expresión e indispensable para la existencia de un gobierno democrático, el 
desarrollo sostenible y la innovación, la paz y el respeto de los derechos humanos. Aunado a esto, la 
prensa tiene como labor principal la de informar de forma contextualizada sobre temas relevantes a toda la 
ciudadanía, pero sobre todo debemos resaltar que las y los periodistas desempeñan un papel fundamental 
en el derecho a saber, el derecho al acceso a la información pública, el derecho a la verdad y el derecho a 
exigir que los funcionarios públicos rindan cuentas a la sociedad. 
 



                                                                         

 

A nadie escapa que en México el principal obstáculo para el ejercicio de la libertad de expresión son los 
actos de violencia e intimidación que sufren las y los periodistas y demás personas que trabajan en los 
medios de comunicación, tanto así que en muchas ocasiones la autocensura se convierte en la alternativa para 
que salvaguarden no sólo su integridad personal, sino también su vida. 
 
Destacamos que lamentablemente con 11 asesinatos de periodistas en 2017, México se convirtió en el 
segundo país más mortífero del mundo para ser periodista y de acuerdo con la Clasificación Mundial de la 
Libertad de Prensa 2018 elaborada por Reporteros sin Fronteras, ocupa el lugar 147 de 180 países, en libertad 
de prensa, es decir, en México la libertad de prensa enfrenta graves y diversos obstáculos donde destacan los 
asesinatos a periodistas y la impunidad. 
 
Asimismo, que las agresiones a periodistas, además de constituir una afectación a la esfera jurídica del 
agraviado, representan una afrenta a la sociedad en su conjunto. El ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión no sólo tiende a la realización personal, sino a la consolidación de una sociedad democrática. 
 
Resaltamos la importancia y la urgencia de tomar medidas encaminadas a prevenir y garantizar la seguridad de 
las y los periodistas, colaboradores periodísticos y medios de comunicación, de crear un entorno jurídico e 
institucional para que puedan informar de manera libre e independiente. 
 
Creemos firmemente que, la libertad de expresión e información constituye un derecho humano fundamental 
que asegura el libre intercambio de ideas y opiniones en una sociedad democrática y plural. 
 
Estimamos que, la libertad de prensa es un elemento esencial para el pleno y efectivo ejercicio de la libertad de 
expresión e indispensable para la existencia de un gobierno democrático, alcanzar la paz y el respeto de los 
derechos humanos. 
 
El periodismo representa una de las profesiones más importante en el mundo moderno, pero también, una de 
las más vulneradas y peligrosas. A propósito de ello, según Reporteros Sin Fronteras (RFS), Organización 
Internacional que, entre otras cosas, evalúa cada año la situación del periodismo en diversos países, en su 
informe “Clasificación Mundial de la Libertad de Prensa 2020” posiciona a México como una de las 
naciones más peligrosos para ejercer el periodismo, en donde se le otorga el lugar 143 de 180 países 
analizados y, además, una puntuación de 45.5 en donde 0 representa la mejor nota y 100 la peor. 
 
Con base en lo expuesto, las diputadas y los diputados que integramos la comisión y el comité, conformamos 
un Proyecto de Decreto en el que se contienen las normas jurídicas que determinamos procedentes, y que, son 
viables y oportunas para atender la materia planteada. 
 
En consecuencia, es adecuado expedir la Ley para la Protección Integral de Periodistas y Personas Defensoras 
de los Derechos Humanos del Estado de México, conformada en la forma siguiente: 
 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPÍTULO II 

LA JUNTA DE GOBIERNO 

 
CAPÍTULO III 

DEL CONSEJO CONSULTIVO 

 
CAPÍTULO IV 

DE LA COORDINACIÓN EJECUTIVA 

 
CAPÍTULO V 

DE LAS UNIDADES AUXILIARES 

 
CAPÍTULO VI 

DE LA SOLICITUD DE PROTECCIÓN, EVALUACIÓN Y 
DETERMINACIÓN DEL RIESGO 



 

 

 
CAPÍTULO VII 

DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN, MEDIDAS PREVENTIVAS, 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y MEDIDAS 
URGENTES DE PROTECCIÓN 

 
CAPÍTULO VIII 

MEDIDAS DE PREVENCIÓN PARA GARANTIZAR UN ENTORNO 
LIBRE Y SEGURO 

 
CAPÍTULO IX 

DE LAS OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES DEL 
ESTADO DE MÉXICO 

 
CAPÍTULO X 

DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS DEFENSORAS 
DE DERECHOS HUMANOS 

 
CAPÍTULO XI 

DE LOS DERECHOS DE LOS PERIODISTAS 

 
CAPÍTULO XII 

DEL SECRETO PROFESIONAL 

 
CAPÍTULO XIII 

DE LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA 

 
CAPÍTULO XIV 

LIBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE INTERES Y ACTOS PÚBLICOS 

 
CAPÍTULO XV 

DE LA CAPACITACIÓN PROFESIONAL 

 
CAPÍTULO XVI 

DE LOS CONVENIOS DE COOPERACIÓN 

 
 

CAPÍTULO XVII 

DEL FONDO PARA LA PROTECCIÓN DE PERIODISTAS Y PERSONAS 
DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS 

 
CAPÍTULO XVIII 

DE LAS INCONFORMIDADES 

 
CAPÍTULO XIX 

DE LA PROTECCIÓN DE DATOS Y LAS 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

 
CAPÍTULO XX 

DE LA RESPONSABILIDAD 

 
Es adecuado que las disposiciones de la Ley sean de orden público, interés social y de observancia general en 
todo el Estado de México y serán aplicadas de conformidad con   la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales de la materia, suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como, en los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad, progresividad y favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia. 
 
Asimismo, que con la Ley se cree el Mecanismo de Protección Integral de Periodistas y Personas Defensoras 
de los Derechos Humanos del Estado de México y tiene como objeto promover y facilitar la coordinación y 
cooperación entre el Gobierno federal, el gobierno local y los municipios del Estado de México para promover, 
implementar y operar las Medidas de Prevención, de Protección y Urgentes de Protección que garanticen la 
vida, integridad, seguridad y libertad de las personas que se encuentren en riesgo a consecuencia de la labor 
de defensa o promoción de los derechos humanos y el ejercicio de la libertad de expresión y la actividad 
periodística. 



                                                                         

 

Más aún, que por esta normativa jurídica se reconozca la actividad periodística como de Interés Público que 
debe ser Tutelada y Protegida por el Estado y los municipios. 
 
De igual forma, es pertinente adicionar la Ley de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, para 
agregar a la Fiscalía Especializada Para la Atención de los Delitos cometidos contra la Libertad de Expresión, 
Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos, como se menciona en el Decreto conducente. 
 
Por otra parte, es correcto adicionar un Título Séptimo denominado “DE LOS DELITOS CONTRA LA 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN” y reformar diversos artículos sobre la materia en el Código Penal del Estado de 
México, en términos del Decreto respectivo. 
 
Por las razones expuestas, acreditado el beneficio social de las iniciativas de decreto y cumplimentados los 
requisitos legales de fondo y forma, nos permitimos concluir con los siguientes: 
 

RESOLUTIVOS 
 
PRIMERO.- Son de aprobarse, en lo conducente, conforme a este Dictamen  y al  Proyecto  de  Decreto que 
se adjunta, las  Iniciativas siguientes: 
 

• Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expide la Ley para la Protección Integral de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas del Estado de México, presentada por la 
Diputada Azucena Cisneros Coss, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido morena. 

 
• Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expiden la Ley para la Protección de Periodistas, 

Libertad de Expresión y Personas Defensoras de Derechos Humanos del Estado de México, la Ley del 
Secreto Profesional y Cláusula de Conciencia para el Ejercicio Periodístico del Estado de México y se 
reforman y se adicionan diversas disposiciones de Ley de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 
México y del Código Penal del Estado de México, presentada por el Diputado Antonio García García y 
la Diputada Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional. 

 
• Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la Ley para el Reconocimiento y la Protección de 

los Periodistas del Estado de México, presentada por el Diputado Omar Ortega Álvarez, la Diputada 
Araceli Casasola Salazar y la Diputada Claudia González Cerón, en nombre del Grupo Parlamentario 
del Partido de la Revolución Democrática. 

 
SEGUNDO.- Se adjunta el Proyecto de Decreto para los efectos procedentes. 
 
Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, a 
los catorce días del mes de abril del año dos mil veintiuno. 
 
 

COMISIÓN LEGISLATIVA DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES 
 
 

PRESIDENTE 
 

DIP. JUAN MACCISE NAIME 
(RÚBRICA). 

 
 

SECRETARIO 
 

DIP. MAX AGUSTÍN CORREA HERNÁNDEZ 
(RÚBRICA). 

 
PROSECRETARIO 

 
DIP. LUIS ANTONIO GUADARRAMA SÁNCHEZ 

(RÚBRICA). 



 

 

MIEMBROS 
 

DIP. MAURILIO HERNÁNDEZ 
GONZÁLEZ 
(RÚBRICA).  

DIP. INGRID KRASOPANI 
SCHEMELENSKY CASTRO 

(RÚBRICA). 

 
DIP. VALENTÍN GONZÁLEZ BAUTISTA 

(RÚBRICA). 

 
DIP. CARLOS LOMAN DELGADO 

(RÚBRICA). 

 
DIP. FAUSTINO DE LA CRUZ PÉREZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. MARIO GABRIEL GUTIÉRREZ CUREÑO 

(RÚBRICA). 

 
DIP. MARÍA LUISA MENDOZA MONDRAGÓN 

(RÚBRICA). 

 
DIP. BEATRIZ GARCÍA VILLEGAS 

(RÚBRICA). 

 
DIP. ISANAMI PAREDES GÓMEZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. OMAR ORTEGA ÁLVAREZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. MARLON MARTÍNEZ MARTÍNEZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. AZUCENA CISNEROS COSS 

(RÚBRICA). 

 
DIP. IVETH BERNAL CASIQUE 

(RÚBRICA). 

 
COMITÉ PERMANENTE DE COMUNICACIÓN SOCIAL 

 
PRESIDENTA 

 
DIP. ANAIS MIRIAM BURGOS HERNÁNDEZ 

(RÚBRICA). 

 
SECRETARIO 

 
DIP. BERNARDO SEGURA RIVERA 

(RÚBRICA). 

 
PROSECRETARIA 

 
DIP. MONTSERRAT RUIZ PÁEZ 

(RÚBRICA). 

 
MIEMBROS 

 
DIP. SANDRA MARTÍNEZ SOLÍS 

(RÚBRICA). 

 
DIP. ALFREDO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. JULIO ALFONSO HERNÁNDEZ RAMÍREZ 

(RÚBRICA). 

 
DIP. ISANAMI PAREDES GÓMEZ 

(RÚBRICA). 
 

DIP. JUAN CARLOS SOTO IBARRA 
(RÚBRICA). 

 
DIP. OMAR ORTEGA ÁLVAREZ 

(RÚBRICA). 
 

DIP. CAMILO MURILLO ZAVALA 
(RÚBRICA). 

 


